INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.410, ORGÁNICA DE LA SUPERINTENDENCIA DE ELECTRICIDAD Y COMBUSTIBLES Y EL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 1, DE 1982, DE MINERÍA, LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON OBJETO DE FORTALECER EL RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN DEL SECTOR.


______________________________________________________________


BOLETÍN Nº 2279-08


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a informaros acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, de origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que modifica la ley número 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y el decreto con fuerza de ley número 1, de 1982, de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, con objeto de fortalecer el régimen de fiscalización del sector.  El proyecto ingresó con fecha 16 de diciembre de 1998, con urgencia calificada de “simple”, que retiró el 2 de marzo de 1999.   Posteriormente, el Ejecutivo la hizo presente con el carácter de “suma urgencia”, en dos oportunidades, los días 6 y 21 del mes pasado.


	Durante el estudio del proyecto, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro Secretario General de la Presidencia, don John Biehl, de la asesora del Ministerio, doña Susana Rioseco; del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Jorge Leiva; del Subsecretario (S), de Economía, don Luis Sánchez Castellón, del Jefe de la División Jurídica del Ministerio, don Enrique Sepúlveda, del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Oscar Landerretche, y del Superintendente de Electricidad y Combustibles, don Juan Pablo Lorenzini.


	Asimismo, solicitó de las empresas fiscalizadas que le hicieran llegar las observaciones que les merecía el proyecto.  Así como recibió comentarios por escrito de parte de las empresas Endesa, Gener, Colbún, Pangue, Transelec, Chilectra, Chilquinta e Ingendesa, y de la Asociación de Empresas de Servicio Público.


	Del mismo modo, recibió al Gerente de la División de Energía y al Fiscal de Endesa, don Juan Eduardo Vásquez y don Carlos Martín, respectivamente; al Gerente de la División Eléctrica de Gener y al Gerente General de Guacolda, don Felipe Cerón, don Jorge Rodríguez, respectivamente; al Gerente General (S) de Chilectra, al Fiscal y al abogado de la entidad, señores Julio Valenzuela, Gonzalo Vial y Diego Perales, respectivamente; al Gerente Comercial y al abogado de Chilquinta, señores Alberto Herrmann y Manuel Pfaff, respectivamente y al Gerente General de la Asociación de Empresas de Servicio Público, don Rafael Salas.


	Dado que las comentarios recibidos y las intervenciones de las personas mencionadas constituyen un material bastante extenso, éste queda en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Diputados que deseen consultarlo en detalle.


I. ANTECEDENTES.


	Toda la actividad de generación, transmisión y distribución del sector eléctrico está sujeta a un marco regulador que les es obligatorio, contenido en el decreto con fuerza de ley número 1, de 1982, ley General de Servicios Eléctricos�, y en su Reglamento, aprobado por decreto supremo número 327, de 1997, ambos del Ministerio de Minería.


	Específicamente, sólo la distribución de electricidad requiere de un título habilitante otorgado por el Estado, que se denomina “concesión de servicio público de distribución”�.  Esta concesión está sujeta a las características propias de los servicios públicos y a exigencias especiales en su prestación, entre otras, las de continuidad del servicio, que impone a las empresas el deber de mantener las instalaciones en buen estado y de ajustar el servicio que proporcionan a los estándares de calidad previamente fijados.


	Si la calidad del servicio público suministrado por un concesionario no corresponde a las exigencias preestablecidas en la ley y su reglamento o a las condiciones estipuladas en el respectivo contrato de concesión, el Presidente de la República puede declarar caducada la concesión de distribución, a menos que exista caso fortuito o fuerza mayor, debidamente comprobados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


	En cambio, no se consideran de servicio público las actividades de generación y transporte de energía eléctrica.


	En otros países, como en España, se califica como de servicio esencial a todas las actividades destinadas al suministro de energía eléctrica; en Argentina, se caracteriza como servicio al público el transporte y la distribución y la generación como de interés general afectada al servicio público, y en Perú, se considera como de servicio público el suministro regular de energía eléctrica para uso colectivo y hasta un límite de potencia.


	En nuestro país, el organismo encargado de aplicar y velar por el cumplimiento de la ley General de Servicios Eléctricos es la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, sin perjuicio de las facultades conferidas a la Comisión Nacional de Energía, a las municipalidades y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


	El propósito básico de la Superintendencia es fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y normas técnicas sobre generación, producción, almacenamiento, transporte y distribución de combustibles líquidos, gas y electricidad; verificar que la calidad de los servicios que se presten a los usuarios sea la señalada en dichas disposiciones y normas técnicas, y que las antes citadas operaciones y el uso de los recursos energéticos no constituyan peligro para las personas o cosas.


	Respecto a sus facultades, el organismo fiscalizador puede requerir de los concesionarios la adecuación de la calidad del servicio a las exigencias legales; puede amonestar, multar e incluso administrar provisionalmente el servicio, si la calidad de éste es reiteradamente ineficiente; puede fiscalizar las instalaciones y servicios eléctricos, requerir los datos técnicos para el cumplimiento de sus funciones, y la comparecencia y exhibición de documentos. Similares atribuciones le competen en relación con las actividades de generación y transmisión�.


	Sin embargo, la Superintendencia puede aplicar multas que van de una a quinientas unidades tributarias mensuales, las que resultan insuficientes para lograr los propósitos de una sanción de esta naturaleza, ni guardan relación con los montos que pueden aplicarse respecto de otros servicios concesionados, como ocurre, por ejemplo, con los sanitarios, donde, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°18.902, se establecen multas de hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


	En el transcurso de este año y de los anteriores, el país ha padecido en varias ocasiones la suspensión imprevista del suministro de energía eléctrica, con graves consecuencias para la economía del país, la seguridad de las personas y los bienes.


	En el mensaje se hace presente que son normas de derecho público la obligación de interconexión y el deber de coordinación de las operaciones eléctricas interconectadas, en razón de que su finalidad es preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico y garantizar la operación económica del sistema.


	Bajo un régimen de racionamiento como el que actualmente sufre gran parte de la población del país, las empresas están autorizadas para programar cortes de suministro a sus usuarios, conforme a la programación de la operación que efectúe el respectivo Centro de Despacho y Control, considerando las proyecciones del déficit y manteniendo la seguridad global del sistema.


	Sin embargo, se arguye en el mensaje que, bajo las condiciones deficitarias imperantes, se han transmitido señales contradictorias por parte de las empresas involucradas, tanto en cuanto a su déficit real como a quien corresponde asumir el costo del racionamiento.  Adicionalmente, ha resultado enormemente difícil imponer un cierto orden en la actividad de los Centros de Despacho Económico de Carga así como la obtención de información oportuna y veraz de parte de las empresas fiscalizadas.


	Todo lo anterior ha implicado un alto costo tanto para la población en general como para el sector industrial en particular, cuya compensación por parte de las empresas deficitarias no aparece claro en la actualidad.


	En Argentina, se sancionan las violaciones o incumplimiento de los contratos de concesión de servicios de transporte o distribución de electricidad con las penalidades previstas en los respectivos contratos de concesión, en tanto que en España corresponde a la Comisión Nacional del Sistema Eléctrico determinar los sujetos del sistema a cuya actuación sean imputables deficiencias en el suministro a los usuarios y constituye infracción muy grave la interrupción o suspensión del suministro para una zona o grupos de población, sin que medien requisitos legales que lo justifiquen. 


II. IDEAS MATRICES.


	El objetivo principal del proyecto de ley es fortalecer el régimen de fiscalización actualmente vigente para el sector eléctrico, por medio del otorgamiento a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de instrumentos más eficaces que los actuales para el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y sancionadoras. 


	En efecto, se pretende, por un lado, fortalecer el acceso del organismo fiscalizador a una información oportuna y veraz de parte de las empresas encargadas de la generación, transmisión y distribución de energía eléctrica, y, por otro, aumentar la cuantía de las multas que han de imponerse en caso de comprobarse infracciones de la legislación vigente.


	Para cumplir con el propósito antedicho, el mensaje propone introducir sendas modificaciones en la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y en el decreto con fuerza de ley número 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.


	Estas modificaciones consisten, fundamental-mente, en las siguientes:


	1.- Fortalecer la potestad investigadora de la Superintendencia, con objeto de obtener la información documental y testimonial que ésta requiera en el cumplimiento de sus obligaciones institucionales, no sólo respecto de las empresas fiscalizadas sino que también respecto de las relacionadas que mantengan transacciones con aquellas.  Se incluye la obligación de comunicar al organismo fiscalizador todo hecho relevante que pueda incidir en el abastecimiento o en la seguridad de los sistemas eléctricos, de gas o de combustibles. 


2.- Ampliar las facultades inspectivas de la Superintendencia, lo que le permitirá citar a declarar a los representantes legales, administradores y directores de las entidades fiscalizadas, a fin de que puedan proporcionar información relevante  en una determinada investigación, pudiendo utilizar el procedimiento de apremio judicial en contra de aquellos que no concurran a declarar.


3.- Sancionar el incumplimiento de dichas obligaciones, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, con multa de una a diez mil unidades tributarias anuales. 


4.- Otorgar a los funcionarios del organizador fiscalizador atribuciones para facilitar su acceso expedito a todo tipo de instalaciones asociadas a los servicios eléctricos, incluidos los Centros de Despacho Económico de Carga, confiriéndoles la calidad de ministros de fe respecto de los hechos que constaten en la labor fiscalizadora.


5.- Obligar a los Centros de Despacho Económico de Carga a establecer sistemas idóneos de registros de operaciones, a los cuales tendrán acceso funcionarios de la Superintendencia.


6.- Tipificar como infracción específica la interrupción o la suspensión del suministro, como consecuencia de fallas en la seguridad del sistema. Se sanciona al infractor con multas equivalentes hasta el duplo de la energía no suministrada y al doble del beneficio obtenido si la falla producida reporta beneficio económico al responsable.


7.- Regular el plazo para la interposición del recurso de reposición, contemplado en la ley orgánica constitucional de Bases de la Administración del Estado.


8.- Establecer el recurso de reclamación por ilegalidad, que deberá interponerse ante la Corte de Apelaciones de Santiago, previo pago de la multa respectiva.





III. DISCUSIÓN EN GENERAL.


	El Ejecutivo expresó que la iniciativa contiene tres tipos de disposiciones. Las primeras, tendentes a corregir imperfecciones de redacción de la actual ley orgánica de la Superintendencia, dicen relación con modificaciones que se proponen en el artículo 2° de la ley N°18.410.  Otras, tienen como punto referencial las actuales atribuciones del organismo fiscalizador, pero a ellas se les han introducido adecuaciones y algunos perfeccionamientos, como ocurre con las contenidas en el artículo 3° de la citada ley.  Finalmente, se proponen modificaciones por medio de las cuales se incorporan facultades no existentes, con objeto de permitir una mejor fiscalización, a la vez que obtener un mayor ordenamiento de la información disponible, lo que acontece con los artículos 3°A, 3°B, 3°C y 3°D,  nuevos.


	En el seno de la Comisión se suscitaron dudas, de parte de algunos Diputados, respecto de la conveniencia de legislar parcialmente sobre el sector eléctrico, debido a que los temas deben ser abordados de modo global, como ocurrió respecto de las empresas sanitarias, toda vez que se corre el riesgo de introducir nuevas modificaciones con posterioridad.


	Se recordaron al efecto las conclusiones aprobadas por la H. Cámara de Diputados en sesión 41ª celebrada el día  10 de marzo del presente año, con motivo de la investigación de los hechos que motivaron el racionamiento de energía en un vasto sector de la población del país desde el 11 de noviembre de 1998.


	Entre otras medidas, vuestra Comisión concluyó en la necesidad de solicitar del Ejecutivo el envío de un proyecto de ley que modifique la ley General de Servicios Eléctricos, con objeto de eliminar las fuentes de conflicto, introducir la preemergencia, asegurar la independencia del CDEC y ampliar el marco regulador del Estado en el sistema eléctrico.


	De otro lado, se escucharon opiniones en el sentido de que era necesario hacer un distingo entre lo que significa mejorar la legislación eléctrica en general y el proyecto en particular, que era susceptible de ser consensuado y mejorado durante su tramitación legislativa.


	Asimismo, se formularon observaciones respecto de las siguientes facultades que se proponen otorgar al organismo fiscalizador:


	1) Aplicación e interpretación de normas legales. (letra j), que pasa a ser k), del número 2 del artículo 1° del mensaje).


	Hubo unanimidad en el seno de la Comisión para estimar que no le corresponde a la Superintendencia interpretar las normas legales, en razón de que, en conformidad a su ley orgánica, sólo le corresponde fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias en materias de su competencia�.


	2) Requerimiento de información (número 3 del artículo 1°, artículo 3°A nuevo).


	Si bien la Comisión estuvo de acuerdo en fortalecer las atribuciones de la Superintendencia en el acceso a la información y en la citación de testigos, se formularon objeciones en cuanto a que debe definirse lo que debe entenderse por hecho relevante, a fin de resguardar que la facultad no sea discrecional y de garantizar la transparencia del procedimiento.  Asimismo, se objetó por parte de algunos Diputados la nueva facultad que se otorga a la Superintendencia, que le permite requerir información a las empresas relacionadas que mantengan transacciones con las personas y entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia.


	3) Contratación de auditorías. (número 3 del artículo 1°, artículo 3°B, nuevo).


	Aunque la Comisión compartió la necesidad que tiene el organismo fiscalizador de comprobar la veracidad, exactitud y autenticidad de los antecedentes proporcionados, se formularon reparos en cuanto a que la resolución que disponga la contratación de auditoría deba ser fundada y se plantearon distintas alternativas en lo relativo a su financiamiento, sin perjuicio de que hubo unanimidad para estimar que debía fortalecerse el equipo técnico que tiene en la actualidad la Superintendencia.


	4) Tipificación de las infracciones y gradualidades de las sanciones. (número 3 del artículo 1°, inciso final del artículo 3°A, nuevo, número 4 del artículo 1°, número 5, que pasa a ser 6, del artículo 1°, artículo 16 B).


	Si bien vuestra Comisión compartió la necesidad de elevar el monto de las multas, manifestó su preocupación en el sentido de que deben tipificarse las conductas con relación a la envergadura de las infracciones y a los efectos de las mismas.  Asimismo, aunque compartió el criterio de la reiteración, fue partidaria de establecer algún recargo que permita aplicar las multas en forma escalonada, de modo de restringir el campo de aplicación y evitar las posibles arbitrariedades.  Del mismo modo, en lo relativo al destino de las multas, emitió opinión en orden a que, en caso de interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica, las multas deberían beneficiar a los usuarios, independientemente de que éstos puedan ejercer las acciones civiles y penales en contra del o de los responsables.


	5) Recurso de reclamación por ilegalidad. (número 8, que pasa a ser 10), sustituye el artículo 19).


	En el seno de la Comisión se observó que, si bien este recurso se justifica debido a la necesidad de establecer un contrapeso a las facultades que le otorgan al organismo fiscalizador el pago íntegro de la multa como requisito de interposición, resulta excesivo, si se tiene presente la capacidad económica de algunas pequeñas empresas y cooperativas eléctricas.  Del mismo modo, estimó que no sólo debe tener competencia la Corte de Apelaciones de Santiago, sino que también debe hacerse extensiva a las restantes Cortes de Apelaciones, en función del domicilio del sancionado.


	No obstante lo anterior, hubo unanimidad en el seno de la Comisión respecto de la conveniencia de fortalecer las facultades de la Superintendencia, con objeto de permitirle a la autoridad el acceso a una información suficiente y el ejercicio de sus facultades sancionadoras, razón por la cual aprobó la idea de legislar, por asentimiento unánime.


*******************************


	Por medio de sendos oficios, de fecha 26 de abril del presente año, el Presidente de la República formuló dos tipos de indicaciones en el proyecto.  Con las primeras, recoge las sugerencias precedentemente señaladas, del modo que consta en la discusión particular.  Con las segundas, se agregan las siguientes materias: 


	a) Facultad de la Superintendencia para ordenar, durante la vigencia de un decreto de racionamiento, la reducción de consumos prescindibles a los órganos del Estado y a los particulares (letra l), número 38, nuevo, del número 2 del artículo 1°).


	b) Establece dos tipos de compensaciones:


	- La primera estatuye la obligación de indemnizar a los usuarios como consecuencia de cualquier suspensión o interrupción no autorizada del suministro.


	- La segunda, dispone la obligación de compensar a los usuarios a todo evento en caso de que se haya dictado un decreto de racionamiento como consecuencia de fallas prolongadas de centrales termoeléctricas o de situaciones de sequía, causales que no podrán ser calificadas como fuerza mayor o caso fortuito.


	c) Precisa la posibilidad de dictar un decreto de racionamiento antes de ocurrir el déficit de generación, que contenga las medidas que la autoridad estime convenientes para enfrentar la situación.


	d) Reestructura la planta de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y otorga al Superintendente facultades de organización interna.


*******************************





IV.  DISCUSIÓN EN PARTICULAR.





Artículo 1º del mensaje.





	Por medio del artículo 1º del mensaje, se proponen las siguientes modificaciones de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.





	La Comisión adoptó el acuerdo de discutir y votar en forma separada cada una de las modificaciones contenidas en los números que comprende este artículo.





Número 1), modifica el artículo 2º.





	Este artículo establece el objeto de la Superintendencia.  La modificación tiene por finalidad aclarar que corresponde a la Superintendencia fiscalizar la integralidad del sector regulado y no sólo las funciones de verificar la calidad y seguridad de los servicios, por medio de la eliminación del adverbio erróneamente empleado en su redacción original.





	- Puesto en votación este número, fue aprobado en los mismos términos propuestos, por unanimidad.





Número 2), modifica el artículo 3º.





	El artículo 3º describe las principales funciones y atribuciones del organismo fiscalizador, entre los números 1 al 34.





	Por medio de las letras a) a la j) propone modificaciones de los números 13, 14, 15, 16, 17, 19, 20, 21, 30 y 34, y mediante la letra k) agrega, a continuación del número 34, los números 35, 36, 37 y 38, nuevos.





	Estos cambios consisten, fundamentalmente, en incorporar a la ley orgánica de la Superintendencia algunas funciones o facultades que correspondían a su antecesora legal, la ex Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas, que se encuentran contenidas en el artículo 131 del decreto con fuerza de ley número 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, con el propósito de concentrar en un solo cuerpo legal sus facultades y funciones.





Letra a), agrega un párrafo segundo, en el número 13.





	Esta modificación tiene por objeto incorporar en su texto la obligación de llevar un archivo actualizado de concesiones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos, actualmente contenida en el número 14 del artículo 131 de la ley General de Servicios Eléctricos.


	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra b), sustituye el párrafo segundo del número 14.





	Esta modificación lo reemplaza por los párrafos segundo, tercero y cuarto, con la finalidad de establecer que no podrán comercializarse en el país, sin contar con el respectivo certificado de aprobación, aquellas máquinas, instrumentos, equipos o materiales que deban sujetarse a certificación.  Se faculta a la Superintendencia para requisarlos cuando sean utilizados sin contar con dicha certificación.





	Esta sustitución perfecciona una norma ya existente en el número 3 del artículo 131 de la ley General de Servicios Eléctricos.





	En lo relativo a la sanción que conlleva el uso indebido del distintivo se observó que la conducta sancionada constituye una infracción leve que debería sancionarse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 15 y 16, que se sustituyen en este proyecto.





	En virtud de lo anterior, el Diputado señor Mora presentó una indicación para reemplazar la frase final del párrafo cuarto, por la siguiente:  “El uso indebido de éste, será sancionado de conformidad a esta ley.”





	- Puesta en votación esta letra, con la indicación, fue aprobada, por 10 votos a favor y 2 en contra.





Letra c), modifica el número 15.





	Se agrega una oración final a este número con el propósito de aclarar que el otorgamiento de licencias de instalador eléctrico y de gas debe efectuarse de conformidad con las normas reglamentarias vigentes, tal como lo previene el número 4 del artículo 131 de la ley General de Servicios Eléctricos.





	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra d), modifica el número 16.





	La modificación consiste en agregar un párrafo segundo nuevo, con la finalidad de establecer que las pruebas de los medidores de electricidad, de gas y  de combustibles líquidos serán de cargo de la empresa concesionaria en el evento de que el equipo no funcione o del reclamante en el caso de que efectúe una denuncia infundada.





	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra e), reemplaza el párrafo segundo del número 17.





	Esta modificación lo sustituye por los párrafos segundo, tercero y cuarto, y tiene por objeto establecer un procedimiento de reclamación que garantice una adecuada oportunidad de defensa por parte de los afectados, respecto de los reclamos que interpongan por, entre o en contra de particulares, consumidores y propietarios de instalaciones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos.





	Existió unanimidad en la Comisión para estimar que esta propuesta busca la eficiencia del servicio público, pero que era necesario establecer plazos prudenciales para el pronunciamiento del organismo fiscalizador.





	En razón de lo anterior, el Diputado señor Valenzuela formuló una indicación para intercalar, en el párrafo cuarto, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “tramitación” la frase “los plazos”.





	- Puesta en votación esta letra, con la indicación, fue aprobada, por unanimidad.





Letra f), modifica el número 19.





	Esta disposición se refiere a la suspensión temporal o definitiva de autorizaciones o licencias y establece una multa a los poseedores de éstas cuando se comprueben faltas graves en el ejercicio de sus funciones.  La modificación tiene por objeto eliminar el monto de la multa.





	Con objeto de armonizar y concordar el texto de la ley, puesto que se regula todo lo relacionado con infracciones y sanciones en los artículos 15 y 16 de esta ley, el Diputado señor Riveros, formuló indicación para suprimir el vocablo “graves”.





	- Puesta en votación esta letra, con la indicación, fue aprobada por unanimidad.





Letra g), modifica el número 20.





	Esta norma dice relación con la obligación de llevar las estadísticas técnicas de explotación de las empresas fiscalizadas en la forma que especifique la Comisión Nacional de Energía.  La modificación tiene por objeto suprimir el monto de la multa, por la misma razón aducida en el número precedente.





	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra h), sustituye el número 21.





	La sustitución tiene por finalidad incorporar en su texto la facultad de verificar el valor nuevo de reemplazo de las instalaciones de las empresas fiscalizadas, revalorizar su reinstalación y determinar los costos de explotación.  Esta atribución está contenida en el número 12 del artículo 131 de la ley General de Servicios Eléctricos, con excepción de los costos de explotación.





	Existió consenso unánime en la Comisión para compartir esta propuesta que apunta a corregir una falencia observada durante la investigación que se encomendó a esta Comisión con motivo del racionamiento eléctrico.





	Sin embargo, se hizo hincapié en la necesidad de mantener debida reserva de los antecedentes recabados, lo que se soluciona por medio del artículo 3° E, nuevo.





	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra i), nueva, modifica el número 23.





	El Ejecutivo formuló indicación para agregar, por medio de esta letra i),los párrafos segundo, tercero y cuarto, nuevos, en la forma como se indica en el texto del proyecto.





	El propósito de esta modificación es establecer que el criterio de certificación se extienda a unidades completas de electricidad, de gas y de combustibles, y que se regule el derecho a un certificado o sello.





	Hubo reservas, de parte de algunos señores Diputados, en el sentido de que las facultades fiscalizadoras no pueden ser delegadas en entidades ajenas al organismo fiscalizador.





	Debido a lo anterior, el Diputado señor Molina formuló indicación para agregar, en el párrafo cuarto que se incorpora, a continuación de la palabra “resolución”, la voz “fundada”, con objeto de precisar que las resoluciones de la Superintendencia deben ser siempre fundadas.





	- Puesta en votación esta letra, con la indicación, fue aprobada por unanimidad.








Letra i), que pasa a ser j), modifica el número 30.





	La modificación tiene por objeto eliminar la referencia a los reglamentos especiales de servicio.





	- Puesta en votación esta letra, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Letra j), que pasa ser k), sustituye el número 34.





	La sustitución tiene por objeto entregar al organismo fiscalizador la facultad de aplicar e interpretar disposiciones legales y reglamentarias y de fijar normas para los casos especiales que se presenten y que no estén especialmente previstos en dicha normativa.  El texto propuesto corresponde, en parte, al precepto contenido en el número 5 del artículo 131 de la ley General de Servicios Eléctricos.





	Se hizo presente, por parte de algunos Diputados que, tratándose de interpretaciones administrativas, debe dejarse a salvo la interpretación que haga la Contraloría General de la República en materias de su competencia, sin perjuicio de que constitucionalmente corresponde sólo a los tribunales de justicia interpretar la ley con fuerza obligatoria.





	El Ejecutivo recogió esta inquietud, formulando indicación al párrafo primero, a fin de suprimir los vocablos “e interpretar”.





	- Puesta en votación esta letra, con la indicación, fue aprobada por 8 votos a favor y 2 abstenciones.





Letra k), que pasa a ser l), agrega los números 35, 36, 37 y 38, nuevos.





	Número 35, nuevo.





	Faculta a la Superintendencia para pronunciarse sobre los reglamentos especiales de servicio.





	- Este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.





	Número 36 nuevo.





	Otorga atribución a la Superintendencia para impartir instrucciones de carácter general a las empresas e entidades sujetas a su fiscalización.





	El Ejecutivo, formuló indicación para sustiruirlo por el siguiente:





	"36.- Impartir instrucciones, de carácter general, a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización y adoptar las medidas tendentes a corregir las deficiencias que observare, con relación a las leyes, reglamentos y demás normas cuya supervigilancia le corresponde."





	El Ejecutivo explicó que con las instrucciones se pretende corregir las deficiencias que observare el organismo fiscalizador con relación a las leyes, reglamentos y normas técnicas.  A vía ejemplar, se trata de instrucciones acerca de cómo informar a los usuarios respecto de los cortes de suministro eléctrico.





	Por su parte los Diputados señores Leal, Vilches, Prokurica y Rincón formularon indicaciones para intercalar, entre los vocablos “relación” y “las”, la frase “al cumplimiento de”, suprimiendo la preposición “a”.





	Esta modificación tiene por objeto precisar que la Superintendencia está facultada para corregir las deficiencias que observare respecto del cumplimiento de las normas legales y técnicas.





	- Puesto en votación este número con las indicaciones, fue aprobado por unanimidad.





	Número 37, nuevo.





	Faculta a la Superintendencia para fijar normas sobre la forma y modo de presentación de la información que requiera para el cumplimiento de sus funciones.





	El Ejecutivo afirmó que esta disposición es  particularmente relevante, toda vez que las facultades fiscalizadoras se hacen inoperantes si no se respetan formatos o esquemas de información que permitan compararla.





	El Ejecutivo, recogiendo observaciones formuladas por los Diputados en orden a que las nuevas normas que se dicten no afecten la validez de la información entregada con antelación, formuló indicación para agregar un párrafo segundo del siguiente tenor.





	"No obstante lo establecido en el inciso anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia.".





	- Puesto en votación este número con la indicación, fue aprobado por unanimidad.


�
	Número 38, nuevo.





	El Ejecutivo formuló indicación para incorporar el siguiente número 38:





	"38.- Ordenar, durante la vigencia de un decreto de racionamiento y previo informe de la Comisión Nacional de Energía, la reducción de los consumos prescindibles de los particulares y órganos del Estado, y las demás medidas que contribuyan a la disminución del déficit de energía."





	Esta proposición faculta a la Superintendencia para ordenar, durante la vigencia de un decreto de racionamiento, la reducción de los consumos prescindibles de los particulares y organismos del Estado, entre otras medidas.





	En el seno de la Comisión se estimó de primordial importancia que el organismo fiscalizador pueda contar con esta facultad tomando en cuenta la actual crisis energética, donde es necesario restringir consumos, como pueden ser, a vía ejemplar, los horarios de funcionamiento de ciertas actividades, como televisión y espectáculos, y la restricción de la iluminación ornamental, entre otras medidas.





	Sin embargo, se estimó necesario regular esta atribución, lo que se materializó a través de las siguientes indicaciones:





	a) Del Diputado señor Molina, para intercalar, a continuación de la palabra “Ordenar”, la frase “por resolución fundada”.





	b) De los Diputados señores Molina y Rincón, para agregar la palabra “favorable” después de la expresión “previo informe”.





	- Puesto en votación este número 38, nuevo, con las indicaciones, fue aprobado, por unanimidad.





	Número 38, que pasó a ser 39, nuevo.





	Faculta a la Superintendencia para ejercer las demás funciones y atribuciones que le confiere la legislación vigente.





	- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


�



Letra m) nueva, agrega un inciso segundo en el artículo 3°.





	El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:





	“m) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"En los casos en que se obstaculizare o impidiere el pleno ejercicio de las atribuciones otorgadas a la Superintendencia por este artículo, ésta podrá solicitar directamente al Intendente o al Gobernador que corresponda, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, si fuere necesario."





	Se discutió en la Comisión la conveniencia de otorgar esta clase de atribuciones al organismo fiscalizador y se concluyó que era necesario concedérselas, igual que a otros servicios, con la limitación de que fuera solicitada a través del Intendente.





	Por tal motivo, el Diputado señor Jiménez, formuló una indicación para eliminar la frase “o al Gobernador”.





	- Puesta en votación esta letra m), nueva, con la indicación, fue aprobada por unanimidad.





Número 3), agrega los siguientes artículo nuevos.





Artículo 3° a, nuevo.





	Otorga al organismo fiscalizador facultades para acceder a la información que requiera en cumplimiento de sus funciones.  Las personas y entidades quedan también obligadas a comunicar a la Superintendencia todo hecho relevante que pueda incidir en el abastecimiento o en la seguridad de los sistemas eléctricos, de gas o de combustibles.  El incumplimiento de estas obligaciones, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, se sanciona con multa de una a diez mil unidades tributarias anuales. 





	En la discusión habida en el seno de la Comisión, se valoró que esta propuesta recoja las conclusiones del informe de la investigación sobre el racionamiento eléctrico.  No obstante lo anterior, se objetó por parte de algunos señores Diputados el hecho de que se le otorguen facultades sobre personas y empresas que no se encuentran sujetas a su fiscalización, como son las relacionadas, que mantengan transacciones con aquellas.





	Respecto de la obligación de informar a la Superintendencia de todo hecho relevante, algunos señores Diputados expresaron su preocupación porque no se define lo que debe entenderse por hecho relevante, con lo que deja abierta a la interpretación su calificación.  Agregaron que ello no ocurre en la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, en que se dejó a la administración de la empresa la calificación del carácter de esencial o relevante de un determinado hecho.





	El Ejecutivo recogió parte de las observaciones formuladas durante la discusión del proyecto, mediante una indicación, que sustituye los párrafos tercero y cuarto por los siguientes:





	"Asimismo, deberán informar a la Superintendencia de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de ocurrido éste, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo.  En caso de que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información deberá ser proporcionada el siguiente día hábil.





	Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, regularidad y seguridad de los servicios eléctricos, de gas o de combustibles, para un número de usuarios igual o superior al 5% de los abastecidos por la informante.





	El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, será sancionado en conformidad a esta ley y sus reglamentos.".





	Por su parte, el Diputado señor Molina, presentó una indicación para intercalar, en el párrafo tercero, entre la expresión “ocurrido éste” y “o más tardar” la frase “o desde que se tomó conocimiento del mismo”.





	- Puesto en votación el artículo, con las indicaciones, fue aprobado por 9 votos a favor y 4 abstenciones.





Artículo 3º B, nuevo.





	Faculta a la Superintendencia para requerir auditorías de los sujetos fiscalizados, en casos calificados, de cargo de los afectados por el respectivo requerimiento.





	El Ejecutivo estimó que se trata de una importante atribución, que tiene por finalidad comprobar la veracidad, exactitud y autenticidad de los antecedentes proporcionados.





	En el debate habido en la Comisión se sostuvo que las empresas no pueden estar obligadas a pagar asesorías que ellas no encargan y que, en todo caso, debe expedirse una resolución fundada.





	El Ejecutivo recogió los planteamientos antedichos y formuló una indicación para reemplazarlo por el texto que aparece en el proyecto.





	- Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.





Artículo 3º C, nuevo.





	Permite al Superintendente citar a declarar a los representantes legales, directores y administradores de entidades fiscalizadas, bajo apercibimiento de que, si no concurren, se invoque el procedimiento de apremio contemplado en el Código Tributario (artículos 93 y 94).





	Algunos diputados expresaron dudas acerca de si esta facultad podría prestarse para un manejo discrecional del organismo fiscalizador, máxime cuando la norma vigente le permite la citación del concesionario en el contexto de una investigación que esté efectuando.





	Sin embargo, el Ejecutivo insistió en su proposición, en consideración al hecho de que las personas fiscalizadas no concurren a las citaciones y que el procedimiento de apremio lo aplican los tribunales de justicia, a requerimiento de la Superintendencia.





	- Puesto en votación este artículo, fue aprobado por unanimidad.





Artículo 3º D, nuevo.





	Facilita el acceso expedito de los funcionarios de la Superintendencia, tanto a las dependencias de las empresas fiscalizadas como a los Centros de Despacho Económico de Carga y confiere a dichos funcionarios el carácter de ministros de fe respecto de los hechos que constataren en sus funciones de inspección y fiscalización.





	Vuestra Comisión debatió acerca de la conveniencia de otorgar la calidad de ministros de fe a los funcionarios de la Superintendencia, con facultades inspectivas, y de conferir el carácter de presunción legal a los hechos establecidos por aquellos.  Se concordó que tienen esta misma atribución los funcionarios de la Superintendencia de Servicios Sanitarios (Artículo 11, letra a) ley N°18.902, que crea esta Superintendencia).





	- Puesta en votación este artículo, fue aprobado, por 7 votos a favor y 3 abstenciones.











Artículo nuevo, que pasa a ser 3º E.





	Se presentaron las siguientes indicaciones al artículo 3° E:





	a) Del Ejecutivo:





	"Artículo 3º E.- El Superintendente, los funcionarios de la Superintendencia y las personas que le presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes de las empresas y entidades sujetas a su fiscalización, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos.  La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan."





	b) Del Diputado señor Leay:





	“Artículo 3° E.- Queda prohibido al Superintendente y a todo funcionario, delegado, agente o persona que a cualquier título preste servicios en la Superintendencia, revelar cualquier detalle de los informes que haya emitido, o dar a personas extrañas a ella noticia alguna acerca de cualesquiera hechos, negocios o situaciones de que hubiese tomado conocimiento en el desempeño de su cargo. En el caso de infringir esta prohibición, incurrirá en la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.





	El Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia no podrán tener negocios ni prestar servicios a las personas sujetas a su fiscalización o sus relacionadas. La contravención de esta prohibición acarreará para el infractor la cesación inmediata en su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales que pudieren imputársele.”





	La Comisión debatió latamente sobre el punto, estimando que la indicación del Ejecutivo asegura la debida reserva de los documentos y antecedentes entregados por las entidades fiscalizadas, en tanto que el inciso segundo de la indicación formulada por el Diputado señor Leay garantiza la debida transparencia de las actuaciones del Superintendente y de sus funcionarios.





	Asimismo los Diputados señores Riveros, Mora y Prokurica, presentaron una indicación para agregar, en el inciso primero del texto propuesto por el Ejecutivo, la siguiente oración final: “Esta prohibición, en beneficio propio o de terceros, obliga hasta un año después de dejar el cargo funcionario o de haber prestado servicios”.





	En consecuencia, se pidió votación separada de las indicaciones antedichas.


	- Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por unanimidad.





	- Puesto en votación el inciso primero de la indicación del Diputado señor Leay, fue rechazado por unanimidad.





	- Puesto en votación el inciso segundo de la indicación del Diputado señor Leay y la indicación de los Diputados señores Riveros, Mora y Prokurica, fueron aprobados por unanimidad.





	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.





Número 4), nuevo, sustituye el artículo 15.





	El Ejecutivo formuló una indicación para sustituir el artículo 15 por el texto que aparece en el proyecto.





	La indicación del Ejecutivo recoge la discusión habida en la Comisión, en el sentido de que era necesario clasificar las infracciones administrativas en que incurrieran las empresas, entidades o personas naturales sujetas a la fiscalización o supervigilancia de la Superintendencia.





	No obstante lo anterior, el Diputado señor Bartolucci presentó una indicación para sustituir el párrafo final del inciso cuarto por el siguiente:





	“Asimismo, son infracciones graves aquellas que constituyan persistente reiteración en una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.”





	Asimismo la Comisión, por asentimiento unánime, acordó reemplazar la expresión “muy grave” por “gravísimas” en el presente artículo y en los sucesivos, y enumerar las infracciones del modo en que aparecen en el texto del proyecto.





	- Puesto en votación este artículo, con las indicaciones, fue aprobado por unanimidad.





Número 4), que pasa a ser 5), reemplaza el artículo 16.





	El mensaje propuso reemplazar el número 2 del inciso primero con objeto de elevar el monto máximo de las multas que puede imponer la Superintendencia, que pasa de 500 unidades tributarias mensuales a 10.000 unidades tributarias anuales, lo que equivale a un monto aproximado de tres mil millones de pesos.





	En el seno de vuestra Comisión se estimó que, aunque había acuerdo para aumentar su monto, era indispensable que se clarificaran conductas en atención a su gravedad y que existiera una graduación de las sanciones pecuniarias que la Superintendencia podría establecer, con objeto de evitar el grado de discrecionalidad de que puede estar revestido un funcionario público.





	El Ejecutivo recogió las observaciones de la Comisión y formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 16.





	a) Reemplázase el encabezamiento del artículo 16 por el siguiente:





	"Artículo 16.- De acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, determinada según lo previsto en las normas del presente Título, éstas podrán ser objeto de las siguientes sanciones:".





	b) Sustitúyese el número 2 de su inciso segundo, por el siguiente:





	"2.- Multa de una a diez mil unidades tributarias anuales y de cualquier otra cantidad expresamente señalada por las leyes."





	c) Reemplázase su inciso final por el siguiente:





	"Para la determinación de las correspondientes sanciones, se considerarán las siguientes circunstancias:





	a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado.





	b) El número de usuarios afectados por la infracción.





	c) El grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de infracción y el beneficio económico obtenido con motivo de la misma.





	d) La intencionalidad en la comisión de la infracción.





	e) La reiteración en la misma infracción. Para estos efectos, se entenderá que hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza, entre las cuales no medie un período superior a doce meses.





	f) La reincidencia en la comisión de infracciones de la misma categoría en el término de un año.





	g) La capacidad económica del infractor."





	En la discusión habida en la Comisión, se concordó con las modificaciones propuestas, por entender que se trata de dar una señal en lo relativo al fortalecimiento de las facultades sancionadoras de la Superintendencia.





	Sin embargo, con objeto de clarificar algunas de las sanciones contenidas en el texto actual del artículo 16, los Diputados Valenzuela y Mora formularon indicación para reemplazar el número 1 por el siguiente:





	“1) Amonestación por escrito.”





	A su vez, el Diputado señor Mora, formuló indicación para sustituir el número 5) por el siguiente:





	“5) Clausura temporal o definitiva, y”





	Asimismo, la Comisión acordó que, debido a la envergadura de las modificaciones introducidas en este artículo, éste debía ser sustituido en su totalidad, por el que aparece en el texto del proyecto.





	- Puesto en votación el artículo, con su nueva redacción, fue aprobado por 10 votos a favor, 1 en contra y una abstención.





Número 5), que pasa a ser 6), agrega el artículo 16 bis.





	El mensaje propuso agregar el artículo 16 bis con el propósito de establecer como infracción específica la interrupción del suministro por causa de fallas en la seguridad del sistema, que afecte a una o más áreas de concesión de distribución.  La sanción respectiva se eleva a un monto que puede llegar hasta el duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción, valorada a costo de racionamiento.  Además, esta sanción puede incrementarse si se comprueba que la falla producida no ha sido causada únicamente por deficiencias en la coordinación sino por interés de lucro del responsable.





	En la discusión habida en el seno de la Comisión, se señaló que, en relación a las sanciones propuestas en este artículo, como en las del resto del articulado del proyecto era indispensable establecer una gradualidad de las multas, de acuerdo con la gravedad de la infracción cometida.





	Asimismo, se sostuvo que, en caso de interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica, la multa no debería ser en beneficio fiscal, sino que debiera beneficiar a los usuarios, independientemente de que éstos puedan recurrir ante los tribunales de justicia para perseguir las responsabilidades civiles y penales en que pudiere incurrir el autor de la infracción.





	Tomando en cuenta estos criterios, el Ejecutivo formuló una indicación que intercala, a continuación del artículo 16, los artículos 16 A y 16 B, nuevos, en la forma que se indica en el texto del proyecto.





	Se votaron los artículos en forma separada.





	- Puesto en votación el artículo 16 A, fue aprobado por unanimidad.





	- Puesto en votación el artículo 16 B, fue aprobado por 11 votos a favor, uno en contra y una abstención.





Número 6), que pasa a ser 7), modifica el artículo 17.





	El mensaje propuso derogar el inciso segundo, relativo a la atribución del Superintendente de delegar la facultad de aplicar sanciones en los directores regionales del organismo fiscalizador.





	La Comisión no estuvo de acuerdo con esta propuesta, por estimar que desnaturaliza el proceso de descentralización administrativa.





	El Ejecutivo recogió esta observación, por medio de una indicación que sustituye el inciso segundo en la forma que aparece en el texto del proyecto.





	- Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Número nuevo, que pasa a ser 8), modifica el artículo 18.





	El Ejecutivo formuló una indicación que incorpora, en el artículo 18, un inciso segundo, nuevo, en la forma en que aparece en el texto del proyecto.





	- Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada, sin debate, por unanimidad.





Número 7), que pasa ser 9), agrega el artículo 18 bis.





	El objeto de la modificación es establecer el plazo dentro del cual debe interponerse el recurso de reposición previsto en el artículo 9° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.  Este plazo es de cinco días hábiles, contado desde el día siguiente a su notificación.


	Algunos señores diputados consideraron excesivamente corto el plazo para entablar este recurso, siendo de parecer que debería extenderse de cinco a treinta días.





	El Ejecutivo, formuló indicación para reemplazar la expresión "Artículo 18 Bis", por la frase "Artículo 18 A", tanto en el encabezado de este número, como en el texto del artículo nuevo que se incorpora en la ley N° 18.410.





	- Puesto en votación este número, con la indicación, fue aprobado por unanimidad.





Número 8), que pasa ser 10), sustituye el artículo 19.





	Regula un recurso especial de reclamación por ilegalidad, que se interpone ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación del acto reclamado, previo pago del total de la multa impuesta.





	En el seno de vuestra Comisión, se observó que si bien este recurso se justifica debido a la necesidad de establecer un contrapeso a las facultades que se otorgan a la Superintendencia, el pago íntegro de la multa, como requisito de interposición, resulta excesivo, particularmente si se tiene presente la capacidad económica de pequeñas empresas y cooperativas eléctricas. 





	La Comisión estimó que la competencia no debe restringirse sólo a la Corte de Apelaciones de Santiago, sino que también debía hacerse extensiva a las Cortes de Apelaciones de las distintas regiones, de conformidad al lugar donde se produzca el hecho reclamado.  Asimismo, expresó preocupación ante la circunstancia de que contra la resolución dictada por la Corte no procederá recurso alguno.





	El Ejecutivo acogió las observaciones formuladas y presentó una indicación sustitutiva, que aparece en el texto del proyecto.





	En la discusión habida en la Comisión, se valoró la nueva propuesta del Ejecutivo, no obstante que algunos Diputados expresaron su disconformidad con el nuevo monto de consignación.





	Como resultado del debate, se concordó en el sentido de que la consignación debía ser del 40% sobre la base de la indicación que presentó el Diputado señor Mora.  Del mismo modo, el Diputado señor Rincón presentó una indicación de carácter formal respecto del inciso quinto, que aparece en el texto del proyecto.





	- Puesta en votación la indicación sustitutiva, con las indicaciones de los Diputados señores Mora y Rincón, fue aprobada por unanimidad.





Número 9), que pasa a ser 11), sustituye el inciso segundo


del artículo 20.





	Esta modificación aclara la forma en que debe procederse a la restitución de las multas enteradas en arcas fiscales, en caso de que sean declaradas improcedentes por sentencia judicial.





	- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.





Artículo 2º del mensaje.





	Introduce las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley número 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos:





Número 1), modifica el artículo 1º.





	La modificación consiste en agregar un inciso segundo nuevo, con objeto de radicar en la Superintendencia la función de velar por la correcta aplicación de esta ley.





	En la discusión habida en el seno de la Comisión se consideró que era innecesaria su incorporación, debido a que la misma materia está contemplada en el artículo 9°.





	- Puesto en votación este número, fue rechazado por unanimidad.





Número 2), sustituye el artículo 9º.





	Propone una adecuación formal tendente a dejar explícitamente establecido que la Superintendencia es el organismo encargado de aplicar la ley General de Servicios Eléctricos, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a la Comisión Nacional de Energía, a las Municipalidades y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.





	La Comisión consideró que se trata de una adecuación normativa, que consiste solamente en eliminar la referencia al Ministerio del Interior.





	- Puesto en votación este número, fue aprobado,  por unanimidad.








Número 3), nuevo, reemplaza el artículo 99 bis.





	El Ejecutivo formuló indicación para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 99 bis:





	“a) Reemplázase la oración inicial de su inciso primero, hasta el primer punto seguido, por el siguiente texto:





	"Artículo 99 bis.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, podrá dictar un decreto de racionamiento, en caso de producirse o proyectarse un déficit de generación en un sistema eléctrico, a consecuencia de fallas prolongadas de centrales termoeléctricas y/o de situaciones de sequía.  El decreto que se dicte, además de establecer los cálculos, valores y procedimientos a que se refiere el inciso final de este artículo, dispondrá las medidas que la autoridad estime conducentes y necesarias para administrar y superar el déficit, en el más breve plazo. Dichas medidas se orientarán, principalmente, a reducir los impactos del déficit para los usuarios, a incentivar, fomentar o disponer el aumento de capacidad de generación en el respectivo sistema, y a aminorar los costos económicos que dicho déficit pueda ocasionar al país.  El déficit registrado en el sistema deberá distribuirse proporcionalmente y sin discriminación de ninguna especie entre todas las empresas generadoras, tomando como base la globalidad de sus compromisos. Estas, por su parte, deberán pagar a sus clientes distribuidores o finales sometidos a regulación de precios, cada kilowatt-hora de déficit que los haya afectado, determinado en base a sus consumos normales, a un valor igual a la diferencia entre el costo de racionamiento y el precio básico de la energía, a los que se refiere el artículo anterior."





	b) Elimínanse las tres oraciones finales de su inciso primero, desde la frase "Para el cálculo de los déficit" hasta la expresión "Por año hidrológico se entiende un período de doce meses comenzando en abril.", ambas inclusive.    





	c) Intercálanse los siguientes inciso segundo y tercero, nuevos:





	"Para los efectos de este artículo, las situaciones de sequía y/o las fallas de centrales termoeléctricas que originen un déficit de generación eléctrica que determine la dictación de un decreto de racionamiento, en ningún caso podrán ser calificadas como fuerza mayor o caso fortuito. En particular, los aportes de generación hidroeléctrica que correspondan a años hidrológicos más secos que aquellos utilizados en el cálculo de precios de nudo, no constituirán límite para el cálculo de los déficit, ni serán consideradas como circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito. 





	El déficit que las empresas generadoras están obligadas a pagar, de conformidad a este artículo, no estará limitado a aquel que se calcule para el primer año hidrológico de la sequía. Por año hidrológico se entiende un período de doce meses que comienza en abril.".





	d) Sustitúyese la oración inicial del inciso final, desde la expresión "En caso de producirse los" hasta la frase "de medidas de racionamiento,", ambas incluidas, por la siguiente: "El decreto de racionamiento previsto en este artículo, además de las medidas y estipulaciones descritas en los incisos anteriores,".





	El Ejecutivo explicó que las razones de la modificación son las siguientes:





	1) Establecer que el deficitario es el sistema eléctrico y que existe interés en establecer que el racionamiento debe ser parejo en razón de que el país cuenta con un sistema interconectado y solidario.





	2) Eliminar como eximentes de responsabilidad las situaciones de sequía o las fallas de centrales termoeléctricas.





	3) Modificar el mecanismo que sólo utilizaba los precios como instrumento durante el racionamiento, transformándolo  en una disposición que consagra medidas tendentes a aumentar la generación y a disminuir el consumo.





	La Comisión compartió los criterios precedentemente expuestos debido a que coinciden con las conclusiones a que arribó con motivo de la investigación sobre las causas del racionamiento eléctrico, que permite incentivar a las empresas en los procesos de autogeneración de energía, en los pactos con generadoras y en los procesos de interconexión.





	La Comisión acordó que, debido a la envergadura de las modificaciones introducidas en este artículo, este debía ser sustituido por el que aparece en el texto del proyecto.





	- Puesto en votación este número, con su nueva redacción y con una indicación del Diputado señor Ibáñez, de carácter formal, fue aprobada por unanimidad.





Número 3), deroga el Título V.





	Este Título trata de la  “De la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas”. La derogación que se propone es consecuente con el propósito del mensaje de concentrar en un solo cuerpo legal las funciones de la Superintendencia.





	- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


Número 4), que pasa a ser 5), sustituye el artículo 138.





	Esta modificación tiene por finalidad homologar las sanciones que corresponda aplicar por la infracción de las normas de la ley General de Servicios Eléctricos con las multas y facultades que competen a la Superintendencia en esta materia.  Está contenida en el artículo 140 del mismo cuerpo legal.





	En la discusión habida en el seno de la Comisión, se tuvo presente la necesidad de corregir su redacción con la finalidad de adecuarla a las modificaciones introducidas en el artículo 16 A, nuevo.





	Con tal motivo, los Diputados señores Mulet y Rocha presentaron la siguiente indicación sustitutiva:





	“Toda infracción de las disposiciones de la presente ley que no tenga expresamente señalada una sanción, será castigada con multa aplicada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 A de la ley 18.410”.





	- Puesta en votación la indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.





Número 5), que pasa a ser 6), deroga los artículos 139, 140 y 141.





	Los artículos que se propone derogar se refieren también a atribuciones y funciones del organismo fiscalizador, todas las cuales han quedado comprendidas en la ley Nº 18.410, que se modifica en el mensaje. 





	- Puesto en votación este número, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.








ARTÍCULOS NUEVOS.





	El Ejecutivo formuló indicación para agregar los  artículos 3° al 8°, y dos artículos transitorios, nuevos, a continuación del artículo 2° del mensaje.





	Su objeto es fortalecer la capacidad humana y financiera de la Superintendencia, atendida la necesidad de contar con profesionales y técnicos de alto nivel que le permitan cumplir con las nuevas atribuciones que le otorga el proyecto.














Artículo 3°, nuevo.





	Fija la dotación máxima de personal de la Superintendencia en 159 cargos para el año 1999, y establece que no regirá durante el presente año la limitación para la contratación de personal contemplada en el Estatuto Administrativo (artículo 9° de la ley N° 18.834).





	El Ejecutivo hizo presente que sólo se trata de aumentar veinte cargos en la Planta Profesional que son necesarios en las nuevas tareas que asume la Superintendencia en virtud de este proyecto.





	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.








ARTÍCULOS 4°y 5°, nuevos.





	Sustituye la denominación de un cargo y los requisitos establecidos para los cargos Profesionales en la Planta de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (artículo 2° de la ley N° 19.148).





	- Puestos en votación ambos artículos, fueron aprobados, sin debate, por unanimidad.








ARTÍCULO 6°, nuevo.





	Otorga facultades a la Superintendente para efectuar el encasillamiento de su personal en el plazo de sesenta días, a contar de la publicación de esta ley.





	Hubo reparos de parte de algunos Diputados, con relación a que, como resultado de dicho proceso, podría quedar excluido el 35% del personal.





	El Ejecutivo hizo presente que el porcentaje antedicho representa un marco total de 15 personas, como límite máximo de funcionarios no encasillados.





	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por 7 votos a favor y 3 abstenciones.








ARTÍCULO 7°, nuevo.





	Establece que las nuevas vacantes que se produzcan en la Planta de Profesionales y Fiscalizadores serán provistas por concurso público, de conformidad a las normas de la ley N° 18.834.


	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.








ARTÍCULO 8°, nuevo.





	Hubo consenso en la necesidad de regular de algún modo la facultad del Superintendente para establecer su organización interna.





	Se hizo presente por parte del Ejecutivo que se habrían otorgado similares facultades a las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras (artículo 5°, inciso cuarto del decreto ley número 1.097, de 1975) y de Servicios Sanitarios (artículo 5° de la ley N° 18.902).





	No obstante lo anterior, los Diputados señores Prokurica, Rincón y Molina presentaron la siguiente indicación para agregar a continuación del inciso primero, la frase: “para el cumplimiento de este objetivo deberá dictar una resolución fundada”.





	- Puesto en votación el artículo, con la indicación, fue aprobado, por unanimidad.








ARTÍCULOS TRANSITORIOS.





	Artículo 1° transitorio.





	Establece un procedimiento para incentivar el retiro voluntario de funcionarios de la Superintendencia que cumplan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional.





	Se tuvo presente que similares beneficios se establecieron, entre otros, para el personal  del Servicio de Impuestos Internos y de la Dirección del Trabajo, en el artículo primero transitorio de la ley N° 19.553.





	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado, por 5 votos a favor y 4 abstenciones.





	Artículo 2° transitorio.





	Establece el mayor gasto fiscal que representa esta iniciativa.





	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.





�
CONSTANCIAS.








	En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se establecen las siguientes constancias.








	a) Normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


	1.- El artículo 1° N° 10, que reemplaza el artículo 19 de la ley 18.410, tiene el carácter de norma orgánica constitucional.





	2.- No existen normas de quórum calificado.





	b) Normas que deben que ser conocidas por la Comisión de Hacienda.





	- El artículo 1°, número 2, letra f), que modifica el número 19, y letra g), que modifica el número 20; número 3, que incorpora el artículo 3° B; número 4, que sustituye el artículo 15; número 5, que reemplaza el artículo 16, número 6, que intercala el artículo 16 A; número 8, que incorpora un inciso segundo en el artículo 18, y número 10, que reemplaza el artículo 19.





	- Artículos 3° y 6° permanentes y 1° y 2° transitorios.





	c) Indicaciones rechazadas.





	Al Artículo 1°, N° 2





	1.- Del Diputado señor Leay, para sustituir el párrafo cuarto de la letra b) por el siguiente:





	“El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos.  El uso indebido de éste será sancionado con multa no inferior a cinco ni superior a veinte unidades tributarias anuales.”





	2.- Del Diputado señor Rincón, en su letra b) que sustituye el N° 14, párrafo segundo, para intercalar, entre la palabra “comercializarse” y la expresión “en el país”, la frase “ni usarse”.





	3.- Del Diputado señor Leay, para reemplazar en la letra e), el párrafo segundo del N° 17 por los siguientes:





	“La Superintendencia deberá notificar los reclamos a los afectados, fijándoles un plazo para informar que no podrá ser inferior a diez ni superior a treinta días. Evacuado el informe o en su rebeldía, la Superintendencia resolverá el reclamo por resolución fundada, dentro del plazo de quince días, contado desde la recepción del informe o del vencimiento del plazo anterior. Si la Superintendencia no resolviere dentro de plazo, el reclamo se entenderá desechado.





	La Superintendencia podrá, de oficio o a petición del afectado, aplicar las sanciones previstas en esta ley cuando al resolver estos reclamos, determine la existencia de infracciones. En lo demás, a estos reclamos se aplicarán las normas de procedimiento señalados en el Título IV de esta ley.”





	4.- Del Diputado señor Rincón, para agregar, a la indicación del Ejecutivo que intercala un N° 38, el siguiente inciso segundo:


	“La Comisión Nacional de Energía, previamente a su informe, deberá oír al ente público respectivo respecto del impacto social y económico que la reducción de los consumos prescindibles pueda provocar.”





Al artículo 1°, N° 3.





	5.- Del Diputado señor Leay, para sustituir el artículo 3° A,  nuevo, por el siguiente:





	“Artículo 3°A.- La Superintendencia podrá requerir, a las personas y empresas sometidas a su fiscalización, los antecedentes e informaciones que fueren necesarios para el ejercicio de sus funciones. Podrá, asimismo, requerir la comparecencia y declaración de testigos en relación a hechos y materias sometidas a su investigación.





	Las personas y entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia deberán informar a ella de cualquier hecho esencial dentro de los tres días transcurridos desde su ocurrencia o desde que hayan tomado conocimiento del mismo. Para estos efectos, se entenderá esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la mantención, calidad, seguridad o abastecimiento del servicio eléctrico, de gas y de combustibles.





	El incumplimiento de las obligaciones precedentes, así como la entrega de información incompleta, errónea o falsa, podrá ser sancionado por la Superintendencia en la forma señalada en esta ley.”





	6.-  Del Diputado señor Leay, para sustituir el inciso segundo del artículo 3° D, nuevo, por el siguiente:





	“Las personas y entidades que fueren objeto de las inspecciones y visitas a que se refiere el inciso anterior, podrán exigir que ellas se realicen ante notario o ministro de fe, que levante acta sobre las referidas actividades de los funcionarios de la Superintendencia.”





	7.- Del Diputado señor Leay, para eliminar el inciso tercero del artículo 3° D del mensaje.





	8.- Del Diputado señor Leay, para agregar el siguiente artículo 3° E, nuevo.


	“Artículo 3° E.- Queda prohibido al Superintendente y a todo funcionario, delegado, agente o persona que a cualquier título preste servicios en la Superintendencia, revelar cualquier detalle de los informes que haya emitido, o dar a personas extrañas a ella noticia alguna acerca de  cualesquiera hechos, negocios o situaciones de que hubiese tomado conocimiento en el desempeño de su cargo. En el caso de infringir esta prohibición, incurrirá en la pena señalada en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”





Al Artículo 1°, N° 5.





	9.- Del Diputado señor Molina, para sustituir el artículo 16 B, propuesto por el Ejecutivo, por el siguiente: 





	“Artículo 16 B.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica injustificada o no autorizada en conformidad a la ley y los reglamentos, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios afectados, de cargo del responsable – concesionario, generador o transmisor – equivalente al duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio, valorizada a costo de racionamiento.





	La compensación anterior será incrementada en los casos en que, a consecuencia de la interrupción o suspensión, el responsable obtuviere un beneficio cuantificable.  El incremento podrá ascender hasta el doble del beneficio obtenido por el responsable.





	La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en las facturaciones más próximas, o en aquellas que determine la Superintendencia a requerimiento del respectivo concesionario.





	Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra el responsable.





	Los concesionarios de servicio público de distribución eléctrica pagarán las indemnizaciones que les reclamen sus propios consumidores por interrupciones de servicio u otras deficiencias imputables a las empresas generadoras o transmisoras de energía eléctrica, sirviendo de título suficiente al efecto el requerimiento que fije la compensación respecto de la generadora o transmisora.





	En tal caso, las distribuidoras podrán descontar las sumas correspondientes de las facturas que a su vez deban cancelar a las respectivas empresas de generación o de transporte, entendiéndose que, al efecto, concurren los requisitos exigidos en el artículo 1.656 del Código Civil.”





Al artículo 1°, N° 8.





	10.- De los Diputados señores Molina, Prokurica y Vilches a la indicación del Ejecutivo, para intercalar, en el inciso primero del artículo 19, entre las palabras “resoluciones” y “de la Superintendencia”, la expresión “u omisiones”.





	11.- De los Diputados señor Mora, Molina, Prokurica y Vilches, a la indicación del Ejecutivo que sustituye el artículo 19, inciso segundo, para reemplazar la frase “por la mitad del monto de la misma” por la expresión “por el 20% del monto de la misma”.





	d) Indicación inadmisible.





Al artículo 1°, N° 2.





	- Del Diputado señor Leay, para sustituir el N° 34 por el siguiente:





	“Corresponderá al Superintendente velar por que las instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y demás disposiciones que las rijan y ejercer la fiscalización sobre ellas. La facultad de fiscalizar comprende también las de aplicar o interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las empresas fiscalizadas.”





	e) Disposiciones que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.





	- Artículo 1°, N° 1; N° 2, letras a), c), d), g), h) e i) que pasó a ser letra j); N° 9, que pasó a ser N° 11.





	- Artículo 2°, N° 2 que pasó a ser N° 1; N°s 3 y 5.








	f) Disposiciones suprimidas.





	- Artículo 2°, N° 1.





	g) Disposiciones modificadas.





	- Artículo 1°, N° 2, letras b), e), f), j), que pasó a ser letra k), y k), que pasó a ser letra l); N° 3; N° 5, que pasó a ser N° 6; N° 6, que pasó a ser N° 7; N° 7, que pasó a ser N° 9, y N° 8, que pasó a ser N° 10.





	- Artículo 2°, N° 4. 





	h) Disposiciones nuevas introducidas.





	- Artículo 1°, N° 2, letras i) y m); N°s 4, 5 y 8.





	- Artículo 2°, N° 2.





	- Artículos 3° al 8°, permanentes, y artículos 1° y 2°, transitorios.





	i) Normas que el proyecto modifica o deroga.





	- Los artículos 2°, 3°, 15, 16, 17, 18, 19 y 20 de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.





	- Los artículos 9°, 99 bis, el Título V, y los artículos 138, 139, 140 y 141 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.





	- Los artículos 1° y 2° de la ley N° 19.148, que sustituye plantas de personal de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.





	j) Correcciones formales.





	Se hace constar que, de conformidad con el artículo 15 del Reglamento de la Corporación, se han introducido en el texto del proyecto diversas modificaciones formales que no se ha estimado del caso explicitar.








	************








	En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, os dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Minería y Energía recomienda la aprobación del siguiente








TEXTO DEL PROYECTO DE LEY 








	Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:





	1) Modifícase el artículo 2º de la siguiente forma:





	a) Sustitúyese la coma (,) que sigue a las palabras "gas y electricidad" por un punto y coma (;).





	b) Reemplázase la conjunción "para", que antecede a la palabra "verificar", por la conjunción "y".





	2) Modifícase el artículo 3º de la siguiente forma:





	a) Agrégase, en el número 13, el siguiente párrafo segundo, nuevo:





	"La Superintendencia deberá llevar un archivo actualizado de los antecedentes relativos a las concesiones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos."





	b) Sustitúyese el párrafo segundo del número 14 por los siguientes:





	"Las máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el respectivo certificado de aprobación.





	La Superintendencia podrá requisar, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación, sean comercializados en el país sin contar con éste.





	El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste será sancionado de conformidad a esta ley.





	c) Agrégase, en el número 15, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: "de conformidad con las normas reglamentarias pertinentes."





	d) Incorpórase, en el número 16, el siguiente párrafo segundo, nuevo:





	"Las pruebas de los instrumentos de medida serán de cargo de la empresa concesionaria si se comprobare que los instrumentos son inexactos y no se ajustan a la norma respectiva y, por el contrario, serán de cargo del reclamante, si se comprobare que opera dentro de las tolerancias permitidas."





	e) Reemplázase el párrafo segundo del número 17 por los siguientes:





	"Los reclamos serán comunicados por la Superintendencia a los afectados, fijándoles un plazo prudencial para informar. Si dicho informe fuere suficiente para esclarecer la cuestión debatida, dictará resolución inmediata. Si el afectado no contestare en el plazo fijado o si el hecho imputado fuere estimado de gravedad, la Superintendencia podrá disponer que se practique una investigación que le permita formarse juicio completo y dictar la resolución que sea procedente.





	En las resoluciones que dicte podrá aplicar multas u otras sanciones, conforme lo autoriza esta ley.





	Del mismo modo, aunque no medie reclamo, en los casos en que la Superintendencia compruebe infracciones de las normas cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, podrá aplicar a los infractores las sanciones referidas.





	La forma de tramitación, los plazos, los requisitos que deben cumplir las diligencias y actuaciones y la aplicación de sanciones, así como la interposición de recursos en contra de las referidas resoluciones, se ajustarán a lo dispuesto en el Título IV de esta ley y a lo que disponga el reglamento respectivo."





	f) Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 19:





	1.- Sustitúyese la frase "una multa de una a cinco unidades tributarias mensuales" por la palabra "multas".





	2.- Elimínase la voz “graves”.





	g) Suprímese, en el número 20, la frase "de hasta diez unidades tributarias mensuales,", que sigue a la palabra "multa".





	h) Sustitúyese el número 21 por el siguiente:  





	“21.- Verificar y examinar los costos de explotación y el valor nuevo de reemplazo de las empresas concesionarias de servicio público de distribución de electricidad, que le sean comunicados conforme a la ley General de Servicios Eléctricos, y ejercer las facultades que en esta materia le otorgan el citado cuerpo legal y su reglamento.





	La Superintendencia estará, además, facultada para requerir, de las empresas referidas, los ingresos de explotación mensuales."





	i) Agréganse los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto, nuevos, al número 23:





	"Para la fiscalización del cumplimiento de las normas vigentes en las instalaciones a que se refiere el párrafo anterior, la Superintendencia podrá autorizar a laboratorios, entidades o instaladores, para que efectúen inspección de las mismas y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que dicho organismo estime necesarios para constatar que cumplen con las especificaciones normales y no constituyen peligro para las personas o cosas.





	Las instalaciones inspeccionadas que cumplan con lo señalado en el párrafo anterior tendrán derecho a un certificado o sello, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas. 





	El procedimiento para la acreditación, autorización y control de las entidades o instaladores inspectores, será establecido por la Superintendencia mediante resolución fundada. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia."





	j) Reemplázase, en el número 30, la frase "los reglamentos especiales de servicio que las empresas deban someter a su aprobación" por la expresión "las demás materias de su competencia".





	k) Sustitúyese el número 34 por el siguiente:





	"34.- Aplicar las disposiciones legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, y fijar normas para los casos especiales que se presenten y no estén expresamente contemplados en dicha normativa."





	l) Agréganse, a continuación del número 34, los siguientes números, nuevos:





	"35.- Pronunciarse sobre los reglamentos especiales de servicio que las empresas concesionarias de servicio público sometan a su aprobación.





	36.- Impartir instrucciones, de carácter general, a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización y adoptar las medidas tendentes a corregir las deficiencias que observare, con relación al cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas cuya supervigilancia le corresponde.





	37.- Fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban proporcionarle de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.





	No obstante lo establecido en el párrafo anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia.





	38.- Ordenar, por resolución fundada, durante la vigencia de un decreto de racionamiento y previo informe favorable de la Comisión Nacional de Energía, la reducción de los consumos prescindibles de los particulares y órganos del Estado, y las demás medidas que contribuyan a la disminución del déficit de energía.





	39.- Ejercer las demás funciones y atribuciones que el ordenamiento jurídico confiera a la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas o a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles."





	m) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 3°.





	"En los casos en que se obstaculizare o impidiere el pleno ejercicio de las atribuciones otorgadas a la Superintendencia por este artículo, ésta podrá solicitar directamente del Intendente que corresponda, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, si fuere necesario."





	3) Intercálanse, a continuación del artículo 3º, los siguientes artículos nuevos:





	"Artículo 3º A.- La Superintendencia podrá requerir, a las personas y empresas sometidas a su fiscalización y a las relacionadas que mantengan transacciones con aquellas, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones legales. En consecuencia, podrá exigir la comparecencia y declaración de testigos, la exhibición y entrega de copias de libros, tarifas, registros, contratos y demás documentos, estén contenidos en soporte físico o informático, que estime pertinentes para el cumplimiento de su cometido.


	Las personas y entidades sujetas a esta obligación no podrán invocar cláusulas de confidencialidad para excusarse de exhibir y proporcionar copia de los documentos que les sean requeridos por la Superintendencia en cumplimiento de sus funciones legales.





	Asimismo, deberán informar a la Superintendencia de cualquier hecho esencial relativo a la actividad fiscalizada, inmediatamente después de ocurrido éste, o desde que se tomó conocimiento del mismo, o a más tardar dentro de los tres días siguientes, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que el tercer día corresponda a un sábado, domingo o festivo, la información deberá ser proporcionada el siguiente día hábil.





	Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad, regularidad y seguridad de los servicios eléctricos, de gas o de combustibles, para un número de usuarios igual o superior al 5% de los abastecidos por la informante. 





	El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, serán sancionados en conformidad a esta ley y sus reglamentos."





	Artículo 3º B.-  Mediante resolución fundada, la Superintendencia podrá requerir a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización, bajo apercibimiento de multa, que efectúen auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de las informaciones que le hayan proporcionado.





	La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá a la empresa o entidad requerida, previa aprobación del auditor seleccionado por parte de la Superintendencia.





	En los casos en que las conclusiones de una auditoría validaren la información examinada, la Superintendencia deberá reembolsar su costo a la empresa o entidad respectiva, dentro de un plazo no superior a los seis meses, contado desde la fecha en que tome conocimiento del resultado de la auditoría.





	Artículo 3º C.- El Superintendente podrá citar a declarar a los representantes legales, directores y administradores de las entidades fiscalizadas, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.





	El Superintendente podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario en contra de las personas que, habiendo sido citadas bajo apercibimiento, no concurran a declarar sin justificar causa.





	Artículo 3º D.- Los funcionarios de la Superintendencia, debidamente acreditados, tendrán libre acceso a las centrales, subestaciones, talleres, líneas y demás dependencias de los servicios eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, así como a los Centros de Despacho Económico de Carga, para realizar las funciones de inspección y fiscalización que les son propias. En el ejercicio de esta atribución, los referidos funcionarios deberán cumplir las normas y procedimientos de seguridad internos vigentes para las mencionadas dependencias.





	Los funcionarios de la entidad fiscalizadora, pertenecientes a sus plantas de Profesionales y Fiscalizadores o asimilados a grados de las mismas, que sean designados como fiscalizadores de un servicio o instalación eléctrico, de gas o de combustibles líquidos, tendrán la calidad de ministros de fe en la verificación de los hechos constitutivos de infracciones de la normativa vigente.





	Los hechos establecidos por dichos ministros de fe constituirán una presunción legal.





	Artículo 3º E.- El Superintendente, los funcionarios de la Superintendencia y las personas que le presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes de las empresas y entidades sujetas a su fiscalización, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos.  La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan.  Esta prohibición, en beneficio propio o de terceros, obliga hasta un año después de dejar el cargo funcionario o haber prestado servicios.





	El Superintendente y los funcionarios de la Superintendencia no podrán tener negocios ni prestar servicios a las personas naturales, empresas o entidades sujetas a su fiscalización o sus relacionadas. La contravención de esta prohibición acarreará para el infractor la cesación inmediata en su cargo, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales que pudieren imputársele.





	4) Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:





	"Artículo 15.- Las empresas, entidades o personas naturales, sujetas a la fiscalización o supervisión de la Superintendencia, que incurrieren en infracciones de  las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con electricidad, gas y combustibles líquidos, o en incumplimiento de las instrucciones y órdenes que les imparta la Superintendencia, podrán ser objeto de la aplicación por ésta de las sanciones que se señalan en este Título , sin perjuicio de las establecidas específicamente en esta ley o en otros cuerpos legales o reglamentarios.


 


	Para los efectos de la aplicación de las sanciones a que se refiere el inciso anterior, las infracciones administrativas se clasifican en gravísimas, graves y leves.





	Son infracciones gravísimas los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que alternativamente: 





	1) Hayan producido daño o lesión a las personas; 





	2) Hayan ocasionado daño en las cosas o bienes de un número significativo de usuarios; 





	3) Hayan afectado a la generalidad de los usuarios o clientes abastecidos por el infractor; 





	4) Hayan alterado la regularidad, continuidad, calidad o seguridad del servicio respectivo; 





	5) Hayan ocasionado una falla global en el funcionamiento de un sistema eléctrico o de combustibles, o





	6) Constituyan reiteración o reincidencia en infracciones calificadas como graves de acuerdo con este artículo.





	Son infracciones graves, los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente:





	1) Signifiquen peligro para la seguridad o salud de las personas;





	2) Hayan causado daño a las cosas o bienes, pero sin afectar a un número significativo de usuarios; 





	3) Constituyan riesgo de producir daño a las cosas o bienes; o pongan en peligro la regularidad, continuidad, calidad o seguridad del servicio respectivo; 





	4) Involucren peligro o riesgo de ocasionar una falla global del sistema eléctrico o de combustibles; 





	5) Constituyan desobediencia o resistencia a las órdenes, instrucciones y requerimientos de la autoridad y, en el caso de un sistema eléctrico, incumplimiento o resistencia a las órdenes impartidas por el respectivo organismo coordinador de la operación; 





	6) Conlleven alteración de los precios o de las cantidades suministradas, en perjuicio de los usuarios, o





	7) Constituyan persistente reiteración de una misma infracción calificada como leve de acuerdo con este artículo.





	Son infracciones leves los hechos, actos, u omisiones que contravengan cualquier precepto obligatorio y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los incisos anteriores."





	5) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:





	Artículo 16.- De acuerdo con la naturaleza y gravedad de las infracciones, determinada según lo previsto en las normas del presente Título, éstas podrán ser objeto de las siguientes sanciones:





	1) Amonestación por escrito;





	2) Multa de una a diez mil unidades tributarias anuales y de cualquier otra cantidad expresamente señalada por las leyes;





	3) Revocación de autorización o licencia;





	4) Comiso;





	5) Clausura temporal o definitiva, y





	6) Caducidad de la concesión provisional.





	Para la determinación de las correspondientes sanciones, se considerarán las siguientes circunstancias:





	a) La importancia del daño causado o del peligro ocasionado.





	b) El número de usuarios afectados por la infracción.





	c) El grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de infracción y el beneficio económico obtenido con motivo de la misma.


	d) La intencionalidad en la comisión de la infracción.





	e) La reiteración en la misma infracción. Para estos efectos, se entenderá que hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza, entre las cuales no medie un período superior a doce meses.





	f) La reincidencia en la comisión de infracciones de la misma categoría en el término de un año.





	g) La capacidad económica del infractor.





	6) Intercálanse, a continuación del artículo 16, los siguientes artículos 16 A y 16 B, nuevos:





	"Artículo 16 A.- Sin perjuicio de las sanciones que establezcan leyes especiales, las infracciones tipificadas precedentemente podrán ser sancionadas con:





	1.- Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales, revocación de autorización o licencia, comiso y/o clausura, tratándose de infracciones gravísimas, conforme a lo establecido en el artículo 15;





	2.- Multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales, revocación de autorización o licencia, comiso y/o clausura, tratándose de infracciones graves, de acuerdo con el artículo antes citado, y 





	3.- Multa de hasta quinientas unidades tributarias anuales y/o amonestación por escrito, tratándose de infracciones leves.





	Artículo 16 B.- Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la interrupción o suspensión del suministro de energía eléctrica no autorizada en conformidad a la ley y los reglamentos, que afecte parcial o íntegramente una o más áreas de concesión de distribución, dará lugar a una compensación a los usuarios afectados, de cargo del concesionario, equivalente al duplo del valor de la energía no suministrada durante la interrupción o suspensión del servicio, valorizada a costo de racionamiento.





	La compensación anterior será incrementada en los casos en que, a consecuencia de la interrupción o suspensión, el responsable obtuviere un beneficio cuantificable. El incremento podrá ascender hasta el doble del beneficio obtenido por el responsable.





	La compensación regulada en este artículo se efectuará descontando las cantidades correspondientes en la facturación más próxima, o en aquellas que determine la Superintendencia a requerimiento del respectivo concesionario.





	Las compensaciones a que se refiere este artículo se abonarán al usuario de inmediato, independientemente del derecho que asista al concesionario para repetir en contra de terceros responsables."





	7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 17 por el siguiente:





	"Los Directores Regionales de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles tendrán competencia, en su respectiva Región, para instruir toda clase de expedientes sancionadores.  No obstante, sólo podrán aplicar aquellas sanciones para las cuales les haya sido delegada la atribución por el Superintendente."





	8) Incorpórase, en el artículo 18, el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que esta debió ser pagada."





	9) Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente artículo 18 A, nuevo:





	"Artículo 18 A.-  En contra de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.  La Superintendencia dispondrá de diez días hábiles para resolver.





	La interposición de este recurso suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad, siempre que se trate de materias por las cuales procede dicho recurso."





	10) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:





	"Artículo 19.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante.  Si la resolución afectare a más de una persona o entidad, cuyos domicilios correspondieren a territorios jurisdiccionales de diferentes Cortes, será competente para conocer de todas las reclamaciones a que haya lugar aquella que corresponda al domicilio de la autoridad que haya expedido el acto administrativo reclamado.





	En el caso de reclamaciones en contra de resoluciones que apliquen multas, el recurso deberá acompañarse de boleta de consignación a la orden de la Corte, por el 40% del monto de la misma.





	La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, por quince días hábiles, notificándole por oficio.





	La interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado, salvo en cuanto al pago de la multa, en su caso. La Corte no podrá decretar medida alguna con este objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación, cuando la suspensión de los efectos de la resolución pueda afectar la calidad o la continuidad de servicio.





	Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo otorgado, el tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo. 





	La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno."





	11) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 20 por el siguiente:





	"Declarada judicialmente la improcedencia total o parcial de la multa, la Superintendencia o el órgano jurisdiccional respectivo, según corresponda, deberá ordenar su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario."








	Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, de Minería, ley General de Servicios Eléctricos:





	1) Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:





	"Articulo 9º.- La aplicación de la presente ley corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante la Superintendencia, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a la Comisión Nacional de Energía, en adelante la Comisión; a las Municipalidades y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción."





	2) Reemplázase el artículo 99 bis por el siguiente:





	"Artículo 99 bis.- El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, podrá dictar un decreto de racionamiento, en caso de producirse o proyectarse un déficit de generación en un sistema eléctrico, a consecuencia de fallas prolongadas de centrales termoeléctricas o de situaciones de sequía.  El decreto que se dicte, además de establecer los cálculos, valores y procedimientos a que se refiere el inciso final de este artículo, dispondrá las medidas que la autoridad estime conducentes y necesarias para administrar y superar el déficit, en el más breve plazo.  Dichas medidas se orientarán, principalmente, a reducir los impactos del déficit para los usuarios, a incentivar, fomentar o disponer el aumento de capacidad de generación en el respectivo sistema, y a aminorar los costos económicos que dicho déficit pueda ocasionar al país.





	El déficit registrado en el sistema deberá distribuirse proporcionalmente y sin discriminación de ninguna especie entre todas las empresas generadoras, tomando como base la globalidad de sus compromisos. Estas, por su parte, deberán pagar a sus clientes distribuidores o finales sometidos a regulación de precios, cada kilowatt-hora de déficit que los haya afectado, determinado sobre la base de sus consumos normales, a un valor igual a la diferencia entre el costo de racionamiento y el precio básico de la energía, a los que se refiere el artículo anterior.





	Para estos efectos, se entenderá como consumo normal de un cliente en un período aquel que resulte de considerar el consumo de energía facturado por el generador en el mismo período del año anterior, incrementado en la tasa anual de crecimiento del consumo que se hubiere considerado en la previsión de demandas de energía para el sistema eléctrico, en la última fijación de precios de nudo.  Los clientes distribuidores, a su vez, deberán traspasar íntegramente el monto recibido a sus clientes finales sometidos a regulación de precios.





	Para los efectos de este artículo, las situaciones de sequía o las fallas de centrales termoeléctricas que originen un déficit de generación eléctrica que determine la dictación de un decreto de racionamiento, en ningún caso podrán ser calificadas como fuerza mayor o caso fortuito.  En particular, los aportes de generación hidroeléctrica que correspondan a años hidrológicos más secos que aquellos utilizados en el cálculo de precios de nudo, no constituirán límite para el cálculo de los déficit, ni serán consideradas como circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito.  El déficit que las empresas generadoras están obligadas a pagar, de conformidad a este artículo, no estará limitado a aquel que se calcule para el primer año hidrológico de la sequía. Por año hidrológico se entiende un período de doce meses que comienza en abril.





	El decreto de racionamiento previsto en este artículo, además de las medidas y estipulaciones descritas en los incisos anteriores, explicitará, basándose en un informe previo de la Comisión Nacional de Energía, el monto del pago por cada kilowatt-hora de déficit, como asimismo las demás condiciones que deberán aplicar las empresas generadoras para el cálculo o registro de los déficit, y los montos y procedimientos que aplicarán las empresas distribuidoras para traspasar a su vez los montos recibidos a sus clientes finales.  Todos los cálculos deberán basarse en los valores utilizados en la última fijación de precios de nudo para el sistema eléctrico en cuestión.  No obstante, el valor a utilizar para el costo de racionamiento no podrá superar, expresado en unidades de fomento, el promedio de los costos de racionamiento utilizados en las últimas seis fijaciones de precios de nudo.”





	3) Derógase el Título V, "De la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas".





 	4) Sustitúyese el artículo 138 por el siguiente:





	"Artículo 138.- Toda infracción de las disposiciones de esta ley que no tenga expresamente señalada una sanción, será castigada con multa aplicada por la Superintendencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 A de la ley N° 18.410.





	Las infracciones de esta ley, cometidas con voluntad criminal y que no tengan pena especial señalada, serán castigadas con reclusión menor en su grado máximo o multa de una a diez mil unidades tributarias anuales."





	5) Deróganse los artículos 139, 140 y 141.








	Artículo 3º.-  Fíjase la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en 159 cargos, para el año 1999.





	No regirá durante el año 1999, la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.








	Artículo 4º.- Sustitúyese, en la planta de Directivos que establece el artículo 1º de la ley N° 19.148, la denominación del cargo "Jefe Departamento Ingeniero Visitador" por "Jefe Departamento Coordinación Regional".


	Artículo 5º.- Sustitúyese los requisitos establecidos en el artículo 2º de la ley Nº 19.148, para los cargos de la planta de Profesionales, por los siguientes:





	"Planta de Profesionales: título profesional universitario, de una carrera de a lo menos diez semestres de duración."








	Artículo 6º.- El Superintendente de Electricidad y Combustibles encasillará, en el plazo de sesenta días a contar de la publicación de esta ley, mediante la resolución correspondiente, a los funcionarios que actualmente se desempeñan en cargos de las plantas de profesionales y de fiscalizadores.  El encasillamiento podrá efectuarse en un grado superior o inferior al que estuviere ocupando el funcionario. Los funcionarios deberán reunir los requisitos exigidos para ocupar el cargo en que sean encasillados. 





	El encasillamiento no podrá significar disminución de las remuneraciones que, al 31 de diciembre de 1998, estuviere percibiendo el personal.  Toda diferencia será pagada por planilla suplementaria, la que será reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean las remuneraciones que compensa, y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público.





	El encasillamiento regirá a contar del día 1 del mes siguiente al de la publicación de esta ley, y no se considerará ascenso para ningún efecto legal.





	Podrá excluirse del encasillamiento un número de funcionarios que no exceda el 35% del total que actualmente se desempeña en cargos de las plantas de Profesionales y de Fiscalizadores de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.





	Los funcionarios no encasillados se sujetarán a las siguientes normas:





	a) Tendrán derecho al pago de la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley N° 18.834.





	b) Se entenderán cesados en sus cargos, para todos los efectos legales, a partir de la fecha de total tramitación de la resolución a que se refiere el inciso primero de este artículo.





	Los cargos que quedaren vacantes luego del encasillamiento serán provistos directamente por concurso público de oposición y antecedentes, no rigiendo a este respecto las normas sobre ascensos.  Estos concursos deberán realizarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de vigencia del encasillamiento.


	Artículo 7º.- Llenadas las vacantes por encasillamiento o por concurso, toda nueva vacante que se produzca en la Planta de Profesionales y Fiscalizadores de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles se hará por concurso público.





	En estas materias se aplicarán las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley N° 18.834, en lo que fuere pertinente.








	Artículo 8º.- El Superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, gozará de la más amplia libertad para establecer, mediante  resolución fundada, su organización interna.





	El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.  El personal a que se asignen tales funciones no podrá exceder del 6% de la dotación máxima de la Superintendencia.








	Artículo 1º transitorio.- Hasta noventa días, contados desde la fecha del encasillamiento, los funcionarios de carrera de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que reúnan los requisitos para obtener jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, y que hicieren dejación voluntaria de sus cargos, con el objeto de acogerse a alguno de estos beneficios, tendrán derecho a un incentivo monetario, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el mes de abril de 1999, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de seis, el que no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.





	El monto de este beneficio se incrementará para aquellos funcionarios cuya jubilación o pensión no se calcule en base a su última remuneración imponible asignada al empleo en que jubilaren.





	El incremento referido en el inciso anterior será de hasta cuatro meses de las remuneraciones indicadas sobre el beneficio mencionado, atendiendo a criterios de género, edad y nivel de remuneraciones, según la siguiente tabla:





	a) Las funcionarias tendrán un incremento de dos meses.





	b) Los funcionarios mayores de 70 años de edad, si son hombres y de 65 años de edad, si son mujeres, tendrán un incremento adicional de un mes.


	Con todo, si de la aplicación de las normas anteriores resultare un incremento superior a cuatro meses, se estará a esta última cantidad.





	Los funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no  podrán  ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la Superintendencia, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.








	Artículo 2º transitorio.- El mayor gasto fiscal que la aplicación de esta ley represente durante el año 1999 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.004, del Tesoro Público, del presupuesto vigente para 1999.











****************************











	Se designó Diputado informante al señor MORA, don Waldo.














	SALA DE LA COMISIÓN, a 29 de abril de 1999.
































	Acordado en sesiones de fechas 2, 9, 16 y 30 de marzo, 6, 12, 13, 20, 28 y 29 de abril de 1999, con la asistencia de los Diputados señor Mora, don Waldo (Presidente accidental), señora González, doña Rosa; señores Bartolucci, don Francisco, en reemplazo del señor Leay, don Cristián; García-Huidobro, don Alejandro; Ibáñez, don Gonzalo, en reemplazo de la señora González, doña Rosa; Jiménez, don Jaime; Leal, don Antonio; Leay, don Cristián; Mesías, don Iván, en reemplazo del señor Rocha, don Jaime; Molina, don Darío; Mulet, don Jaime; Olivares, don Carlos, en reemplazo del señor Mulet, don Jaime; Prokurica, don Baldo; Rincón, don Ricardo; Riveros, don Edgardo, en reemplazo del señor Jiménez, don Jaime; Rocha, don Jaime; señorita Sciaraffia, doña Antonella, en reemplazo del Diputado señor Jiménez, don Jaime; señora Soto, doña Laura, en reemplazo del señor Leal, don Antonio; Valenzuela, don Felipe; Van Rysselberghe, don Enrique, en reemplazo de la Diputada señora González, doña Rosa; Velasco, don Sergio, en reemplazo del señor Mora, don Waldo; Vilches, don Carlos, y Villouta, don Edmundo, en reemplazo del señor Mulet, don Jaime,. 





	Asistieron, además, los Diputados señores Fossa, don Haroldo; Montes, don Carlos, y Nuñez, don Juan.
































Elena Meléndez Urenda,


Abogado Secretaria de la Comisión.





� Artículo 1º.- “La producción, el y transporte, la distribución, el régimen de concesiones y tarifas de la energía eléctrica y las funciones del Estado relacionadas con esta materia se regirán por la presente ley"





� Artículo 82°.- "Es deber de todo concesionario de servicio público de cualquier naturaleza mantener las instalaciones en buen estado y en condiciones de evitar peligros para las personas o cosas, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias correspondientes.


En iguales condiciones de seguridad se deberán encontrar las instalaciones de energía eléctrica de uso privado.


Las infracciones a lo dispuesto en los incisos anteriores serán sancionadas con las multas que establezca previamente el reglamento."





� Los artículos 130 del D.F.L. N°1, de 1982, de Minería, y el artículo 2° de la ley N°18.410, facultan a la Superintendencia para fiscalizar las actividades de generación y transporte.





� Artículos 1° y 2° de la ley N°18.410, en relación con el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.
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